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Introducción

Una de las bases sobre las que descansa el Estado de Derecho es el 
principio de responsabilidad. Es deber del Estado responder por los da-
ños que este produzca a los ciudadanos. Ahora bien, no cualquier daño 
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es indemnizable, sino solo aquel que surja de la falta de servicio de un órga-
no estatal. Al menos de esta forma lo entiende la Corte Suprema, de acuerdo 
con su decisión de 4 de abril de 2023, donde estableció que este principio 
y título de imputación no solo se limita a los órganos que integran la Admi-
nistración del Estado, sino que se extiende a todos los órganos estatales, 
incluyendo a los tribunales de justicia. A juicio del máximo tribunal, frente a 
una actuación desviada de un tribunal civil que cause daño a un ciudadano, 
la única alternativa es perseguir su reparación invocando como título la falta 
de servicio.

A partir de lo anterior, es posible preguntarse si estamos frente a un pro-
ceso de construcción, vía jurisprudencial, de un estándar de actuación para 
los órganos jurisdiccionales que, en caso de ser incumplido y causar daños a 
un ciudadano, surgirá la responsabilidad al Estado de reparar. Con el objeto 
de analizar la decisión de la Corte Suprema, en primer lugar, se dará cuenta 
de los hechos del caso (I), para luego exponer los argumentos que fundan 
la decisión del sentenciador (II). A partir de lo anterior, se analizará si es que 
en Chile existe un régimen general de responsabilidad aplicable a todos los 
órganos estatales y se revisarán algunas preguntas que surgen de entender la 
falta de servicio como el principio informador en materia de responsabilidad 
para órganos que no integran la Administración (III). Finalmente, se ofrecerán 
algunas conclusiones.

I.	 Los hechos del caso

Con fecha 8 de junio de 2000, una institución bancaria demandó a Wilibaldo 
Acevedo, en juicio ejecutivo especial hipotecario, fundado en que el ejecu-
tado no había pagado los dividendos devengados a partir de un préstamo. 
Con fecha 18 de mayo de 2002, en procedimiento ejecutivo seguido ante el 
13º Juzgado Civil de Santiago, el ejecutado opuso la excepción de pago. Sin 
embargo, el ejecutante solicitó al tribunal que se certificara la no oposición 
de excepciones y, con fecha 8 de junio de 2004, el Secretario de dicho tribu-
nal certificó erradamente la no oposición de excepciones del ejecutado.

El error derivó en la subasta del inmueble, pese a que la deuda se en-
contraba íntegramente pagada. Si bien el ejecutado dedujo incidente de 
nulidad del remate, este fue rechazado en primera instancia, dado que el 
pago invocado era insuficiente para cubrir la deuda. Sin embargo, esto fue 
revertido por la Corte de Apelaciones de Santiago, que acogió el incidente 
y retrotrajo el procedimiento al estado de emitirse el pronunciamiento sobre 
la excepción de pago. Con fecha 29 de agosto de 2013, el tribunal acogió la 
excepción interpuesta en mayo de 2002.

Posteriormente, con fecha 12 de mayo de 2017, Wilibaldo Acevedo de-
dujo demanda indemnizatoria en contra del Fisco de Chile por la negligencia 
de los funcionarios del 13º Juzgado Civil de Santiago. Esta demanda fue des-
estimada en primera instancia, decisión que fue confirmada por la Corte de 
Apelaciones de Santiago. En respuesta, el demandante interpuso recurso de 
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casación en el fondo, fundado en que ante el vacío legal que regule la res-
ponsabilidad del Poder Judicial, solo cabe aplicar las reglas de los artículos 
2314 y siguientes del Código Civil.

Finalmente, frente a la interposición de dicho recurso, con fecha 4 de 
abril de 2023, la Corte Suprema casó de oficio la sentencia de segunda ins-
tancia y dictó sentencia de reemplazo donde acogió la demanda interpuesta.

II.	 El juicio de la Corte Suprema

Como se adelantó, la Corte Suprema acogió la demanda de indemnización 
en contra del Fisco, fundada en la falta de servicio consistente en la errada 
certificación de no oposición de excepciones, realizada por el Secretario del 
13º Juzgado Civil de Santiago.

En su fallo, el máximo tribunal analiza el desarrollo histórico de la res-
ponsabilidad del Estado, coincide en que la falta de servicio es una creación 
jurisprudencial de origen europeo y que esta ha sido recogida por el legis-
lador nacional desde fines del siglo pasado. Lo anterior, de manera tal de 
concluir que la jurisprudencia ha evolucionado a un estado pacífico en que 
se reconoce la responsabilidad Estado, mediante un título de imputación que 
descansa en la noción de falta de servicio.

Para el caso en marras, la Corte Suprema estima que por ser Chile una 
República Democrática de Derecho no existe inmunidad de jurisdicción. Por 
lo tanto, todas las autoridades, personas o grupos se encuentran sometidas a 
la Constitución y la ley, entre las que se encuentran los tribunales. Así, todos 
los órganos estatales se encuentran sujetos a responsabilidad por sus actos 
frente a la ciudadanía. Es más, frente a una actuación desviada de un tribunal 
civil, solo existe una posible alternativa: “[el] afectado puede perseguir la re-
paración de los perjuicios soportados, respecto del Estado de Chile, invocan-
do como título la falta de servicio”1.

A su vez, el máximo tribunal es claro en descartar la aplicación del artí-
culo 38 de la Constitución y de la ley orgánica constitucional de bases gene-
rales de la Administración del Estado (LOCBGAE) in integrum para atribuir 
responsabilidad al Estado por error de los órganos jurisdiccionales, puesto 
que dichas reglas se restringen a los órganos de la Administración. Empero, 
su decisión la Corte Suprema establece que “se torna indispensable acudir a 
la falta de servicio, aun sin norma expresa que lo ordene” por tratarse de una 
noción común en la responsabilidad del Estado, de manera tal que se ha eri-
gido “como un verdadero principio informador sobre la materia”2.

Junto con lo anterior, la Corte Suprema desestima cualquier posibilidad 
de acudir a las reglas de la responsabilidad civil en materia de responsabili-
dad del Estado. El sentenciador funda su decisión en dos argumentos al res-

1  Acevedo con Fisco de Chile (2023), c. 11°.
2  Acevedo con Fisco de Chile (2023), c. 12º.
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pecto. Por un lado, atendido que los artículos 2314 y siguientes del Código 
Civil tratan un fin específico: las consecuencias jurídicas frente a la comisión 
de delitos y cuasidelitos civiles. Por el otro, considera exagerado y despro-
porcionado aplicar el Código Civil como derecho común a todo el ordena-
miento jurídico, especialmente, para el derecho público3.

Finalmente, como obiter dictum la Corte Suprema estableció que la ac-
ción constitucional contenida en el artículo 19 Nº 7 letra i) no permite afirmar 
que se limita la responsabilidad del Estado por las acciones de sus tribunales 
de justicia. El deber general de reparación emana de las bases de la institu-
cionalidad de la República de Chile4.

III.	 Algunos comentarios al criterio de la Corte Suprema

Para efectos de analizar la decisión de la Corte Suprema, se seguirá la si-
guiente estructura. En primer lugar, se analizará si es que el tribunal cons-
truye un régimen general de responsabilidad aplicable a todos los órganos 
estatales (1). Enseguida, se revisan las posibles consecuencias de entender 
la falta de servicio como el título de imputación general para los órganos del 
Estado (2). Finalmente, se cuestiona la aplicación del estándar normativo de 
la falta de servicio para los órganos jurisdiccionales (3).

1.	 Régimen de responsabilidad para los órganos que no integran la 
Administración del Estado

¿Existe en Chile un régimen general de responsabilidad aplicable a todos los 
órganos que integran el Estado? Antes de ensayar una respuesta a la cues-
tión, cabe hacer presente que la Corte Suprema no se encarga de delimitar 
si estamos frente a un deber del Estado de Chile de reparar los daños que 
sus órganos provoquen a los ciudadanos, o bien, si es que en Chile existe un 
régimen general de responsabilidad aplicable para ellos, con unas reglas y 
principios que le son propios. En el considerando 10º de su razonamiento, el 
tribunal afirma que las reglas que establecen la responsabilidad de los órga-
nos que integran la Administración del Estado “constituyen una consagración 
de rango legal de una máxima constitucional esencial: Chile es una República 
Democrática de Derecho”. Si bien se caracteriza de forma efectiva al Estado 
de Chile, dicha afirmación por sí sola no permite establecer un régimen de 
responsabilidad sin regla expresa para los órganos estatales. Así, de la lectu-
ra de sentencia, parece ser que tal régimen no existe o, por lo pronto, no es 
posible construir dicho régimen con los silogismos que sigue el sentenciador. 
A continuación, se revisan algunos yerros e imprecisiones en que incurre el 
tribunal que permiten cuestionar la construcción normativa de este pretendi-
do régimen.

3  Acevedo con Fisco de Chile (2023), c. 14°. Se sigue una lógica en cuanto hay una summa 
divisio entre el derecho público y el derecho privado. Vergara 2010, 94-110. La Corte Suprema 
ha retomado este criterio desde Bustamante con Escuela de Aviación (2022). Ataoglu 2023, 270.
4  Acevedo con Fisco de Chile (2023), c. 13º.
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En primer lugar, en el considerando 10º el sentenciador indica que, en 
tanto Chile es una República Democrática de Derecho, no hay inmunidad de 
jurisdicción, por lo tanto, todas las personas, autoridades y órganos quedan 
sometidos a la Constitución y a la ley. El anterior argumento engloba, por lo 
menos, un error conceptual. Inmunidad de jurisdicción no implica que una 
persona no se encuentre sujeta al ordenamiento jurídico, sino que, en su 
sentido natural y estatal, se refiere al privilegio que blinda a una persona de 
ser juzgada por los tribunales del país donde tiene lugar el conflicto5. De lo 
anterior, no es posible coincidir con el sentenciador de manera que este no 
constituye un argumento plausible para sostener el pretendido régimen ge-
neral de responsabilidad de los órganos estatales. Inmunidad de jurisdicción 
no es sinónimo de irresponsabilidad.

Enseguida, se observa una confusión entre las reglas que establecen la 
responsabilidad de los órganos que integran la Administración del Estado6. 
Por un lado, en el considerando 10º, el máximo tribunal utiliza las disposicio-
nes que regulan la responsabilidad de los órganos que integran la Adminis-
tración para justificar que todos los órganos del Estado serán responsables 
por sus actos frente a la ciudadanía. Por el otro, en el considerando 12º, la 
Corte rechaza la aplicación de las disposiciones de la Ley Nº 18.575 para 
establecer responsabilidad por los daños ocasionados por un tribunal de jus-
ticia. De lo anterior, si bien lo segundo constituye una obviedad7, lo primero 
resulta discutible. No es posible construir un régimen general de responsabi-
lidad aplicable a los órganos estatales por medio del uso residual de disposi-
ciones normativas que regulan a los órganos que integran la Administración. 
La Administración constituye una de las tantas formas en que se organiza el 
Estado y, a su vez, el ordenamiento nacional adopta una tesis orgánica de la 
Administración, de manera tal que el alcance de sus reglas parece meridia-
namente claro: estas se aplican solo a los órganos que la integran. Al intento 
de aplicar las reglas de la Administración del Estado al quehacer de los tribu-
nales de justicia subyace un intento de asimilar el ejercicio de la función juris-
diccional con el cumplimiento de un servicio público.

En conjunto con lo anterior, se vislumbra un esfuerzo de crear por vía 
jurisprudencial un régimen general de responsabilidad para los órganos es-
tatales, cuya argumentación carece de la densidad normativa necesaria para 
sostener dicha construcción. Según la Corte Suprema, la falta de servicio se 
aplica en tanto constituye un principio informador en materia de responsa-
bilidad del Estado, pero poco aporta el sentenciador en la construcción nor-
mativa de dicha afirmación. Ahora bien, sostener que la falta de servicio es el 

5  Larroucau 2020, 40.
6  El ordenamiento jurídico nacional sigue una tesis orgánica de la Administración, de acuerdo 
con el artículo 1º inciso segundo de la Ley Nº 18.575 de 1986. Soto Kloss 2012, 167, Bermúdez 
2014, 18 y Valdivia 2018, 36-37.
7  No es plausible sostener una interpretación que afirme que una ley que regula las bases de la 
Administración del Estado permite atribuir responsabilidad por los daños que ocasione un órga-
no jurisdiccional.
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título de imputación general para los órganos públicos es un debate constan-
te en la jurisprudencia, para lo cuál puede ser ilustrativa la discusión relativa 
a los órganos que integran la Administración del Estado, pero que por aplica-
ción del artículo 21 se encuentran excluidos del Título II de la Ley Nº 18.575, 
cuyo artículo 42 regula la falta de servicio.

En 2009, con el conocido caso “Seguel con Fisco”8, la Corte Suprema 
asentó su criterio de imputación a los órganos nombrados en el artículo 21 
de la LOCBGAE. Descartada la hipótesis de irresponsabilidad, el máximo 
tribunal estimó que a dichos órganos les resulta aplicable el artículo 2314 
del Código Civil. El modo de construir el factor de atribución viene de la 
mano con una asimilación conceptual: la falta de servicio es similar a la cul-
pa en materia civil9. Así las cosas, el cambio vino dado en 2022 con el caso 
“Bustamante con Escuela de Aviación”10, donde, frente a la misma hipótesis, 
el máximo tribunal concluyó que el inciso segundo del artículo 21 de la Ley 
Nº 18.575 no impide la imputación de la falta de servicio a los órganos allí 
incluidos. El sentenciador estableció que el artículo 4º de la Ley Nº 18.575 
sirve de “piedra angular” para la responsabilidad de los órganos del Estado, 
por medio de un método de interpretación sistemático de la ley11.

Este debate jurisprudencial permeó también la responsabilidad de los 
órganos que no integran la Administración, como es el caso de los tribunales 
de justicia. En el caso “Espinoza con Fisco” la Corte Suprema estableció que, 
para los órganos estatales excluidos de las reglas que atribuyen responsabili-
dad por falta de servicio, la controversia jurídica “ha de resolverse acudiendo 
al derecho común en materia de responsabilidad extracontractual, esto es, 
los artículos 2314 y siguientes del Código Civil”12. De esta forma, la respon-
sabilidad aquiliana se erigió como el régimen supletorio general de respon-
sabilidad para los órganos estatales13 y se confirmó el criterio de “Seguel con 
Fisco”. Lo anterior, hasta 2023, puesto que en la sentencia sujeta a análisis la 
Corte Suprema descartó en todo evento la aplicación de las reglas civiles al 
momento de atribuir responsabilidad a un órgano estatal, siguiendo la teoría 
de la summa divisio entre el derecho público y el derecho privado.

Finalmente, es posible concluir que el juicio de la Corte Suprema no 
permite construir un régimen general de responsabilidad aplicable a los ór-
ganos estatales. El alcance de las reglas de responsabilidad para los órganos 
de la Administración es claro, en tanto el ordenamiento jurídico sigue una 

8  Seguel con Fisco de Chile (2009).
9  Pierry 1996, 299-303, Ferrada 2020, 388-390 y Ataoglu 2023, 269.
10  Bustamante con Escuela de Aviación (2022). Este criterio ha sido refrendado por el máximo 
tribunal en Alarcón con Fisco (2022). Huepe 2022, 83-84.
11  Ataoglu 2023, 271-272.
12  Espinoza con Fisco de Chile (2015), c. 4º. Esto fue refrendado por el máximo tribunal en 
Verme y otros con Fisco de Chile (2016), c. 5º; Acuña con Fisco de Chile (2018), c. 7º y Barros y 
otros con Fisco de Chile (2018), c. 6º.
13  Ferrada 2020, 389-390.
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tesis orgánica de la Administración. Por último, si bien la asimilación de la 
falta de servicio a la culpa civil suscita cuestionamientos, sirve de argumento 
normativo para establecer responsabilidad al Estado, argumento que la sen-
tencia en comento carece.

2.	 Algunas consecuencias de entender la falta de servicio como el principio 
informador en materia de responsabilidad del Estado

Como bien recuerda la sentencia objeto de análisis, la falta de servicio como 
título de imputación de responsabilidad del Estado, es una figura de origen 
pretoriano y comparado. Así, encuentra su origen en el derecho francés a 
mediados del siglo XIX y fue incorporada por primera al ordenamiento jurídi-
co chileno por medio de la dictación del D.L. Nº1.289 de 1976 que estable-
ció la Ley de Municipalidades. Sin perjuicio de lo anterior, la promulgación 
de la LOCBGAE en 1986 fue la encargada de establecer la falta de servicio 
como factor de imputación en materia de responsabilidad del Estado. Desde 
entonces, se ha constituido como el título de imputación por regla general y 
la jurisprudencia se ha encargado de perfeccionar la aplicación de la figura14.

La incorporación de falta de servicio al derecho chileno y su desarrollo 
por parte de la jurisprudencia ha sido clave para determinar la responsa-
bilidad patrimonial de la Administración del Estado. Si bien su aplicación 
extensiva a todos los órganos que integran la Administración ha sido objeto 
de discusión, a partir del desarrollo jurisprudencial de las últimas décadas, es 
posible afirmar que esta incluye incluso a los órganos nombrados en el artícu-
lo 21 de la LOCBGAE. Respecto de estos últimos, ora por la equiparación de 
la falta de servicio a la culpa civil, ora por medio de una interpretación siste-
mática de la ley 18.575.

Así las cosas, paulatinamente el alcance de la falta de servicio se ha 
extendido a otros órganos estatales, como fue el caso de “Espinoza con Fis-
co”. En dicho caso, la Corte Suprema aplicó el funcionamiento anormal de la 
Administración como título de imputación de responsabilidad patrimonial al 
Estado, de manera de equiparar, en cierta forma, la falta de servicio adminis-
trativa al “error en la administración de justicia”. Esta precisión es relevante, 
toda vez que en un estadio previo a dicha sentencia, parecía un lugar común 
en la doctrina entender que la única hipótesis para hacer responsable al Es-
tado Juez venía dada por el error judicial15, es decir, la comisión de un error o 
arbitrariedad al momento de ejercer la función jurisdiccional16.

A partir de la aplicación de la falta de servicio para casos en que existe 
un error en la administración de justicia no equiparable al error en el ejercicio 
de la función jurisdiccional, es posible preguntarse en qué medida este razo-

14  Cordero 2018, 65-74.
15  De acuerdo con la acción constitucional del artículo 19 Nº1 7 letra i) de la Constitución y el 
artículo 5º de la Ley Nº 19.640 de 1999. Soto 2016, 334-335.
16  Es posible entender la función jurisdiccional como aquella consistente en agotar el compo-
nente jurídico de una controversia con autoridad de cosa juzgada. Aldunate 1995, 16.
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namiento de la Corte Suprema se extiende a otros órganos estatales. Lo an-
terior, especialmente atendido que dicha figura no se encuentra expresamen-
te regulada en el derecho chileno17. La falta de servicio encuentra su origen 
en el servicio público, en tanto se configura cuando el servicio no actúa de-
biendo hacerlo, actúa mal o tardíamente, o bien, al momento de presentarse 
una mala organización o el funcionamiento defectuoso del servicio público18. 
Por tanto, si se extiende su aplicación a órganos que detentan una función 
pública distinta de la administrativa surgen una serie de cuestionamientos, 
como, por ejemplo, cuál es el estándar normativo que deben cumplir los ór-
ganos jurisdiccionales para que no incurran en falta de servicio.

La sentencia sujeta a análisis es clara en afirmar que en Chile todos los 
órganos estatales se encuentran sujetos a responsabilidad por los daños que 
infrinjan a la ciudadanía. Ahora bien, en su decisión la Corte Suprema no 
se encarga de indicar cuál es el régimen aplicable a aquellos órganos que 
ni la Constitución ni sus leyes orgánicas respectivas establecen la disciplina 
normativa asociada a su responsabilidad. En su considerando 14º desecha 
cualquier remisión al derecho civil, como ocurrió en “Espinoza con Fisco”. 
En este sentido, es posible preguntarse cuál es el alcance de la falta de ser-
vicio para estos órganos. ¿Qué ocurre si algún particular intenta asimilar una 
resolución judicial “errónea o arbitraria” a la falta de servicio administrativa? 
¿Será igualmente responsable el Estado?

Para ensayar una respuesta a la cuestión es posible revisar una decisión 
anterior de la Corte Suprema, en el caso “Grimberg con Fisco” donde, si 
bien el sentenciador hace presente que el avance del derecho público ha 
consagrado como principio básico la responsabilidad del Estado por los 
daños que cometan sus órganos, este tiene un límite. En este sentido, el 
máximo tribunal establece que el principio de responsabilidad “no puede 
únicamente referirse a la Administración del Estado y alcanza también al 
Poder Legislativo y al Poder Judicial en toda su actividad que no sea pro-
piamente legislativa o jurisdiccional”19. De esta forma, se concluye que la 
responsabilidad se extiende a todos los órganos estatales, en la medida en la 
que no implique el ejercicio de su función pública. Ahora bien, ¿en qué casos 
un órgano no está desarrollando “propiamente” su actividad? Es difícil soste-
ner que una errada certificación de no oposición de excepciones en un juicio 
ejecutivo no constituye una actividad propiamente jurisdiccional20. Dibujar 
los contornos de esta responsabilidad sigue siendo una tarea pendiente para 
la jurisprudencia.

17  Valdivia 2016, 344.
18  Cordero 2018, 16-20 y Valdivia 2018, 433.
19  Grimberg con Fisco de Chile (2014), c. 11º.
20  Especialmente al considerar que la Constitución dispone la función jurisdiccional a partir de 
los momentos que la integran, es decir, conocer las causas, resolverlas y hacer ejecutar lo juzga-
do, de conformidad con el artículo 76 inciso primero. Desde luego, esto no implica que algunos 
tribunales tengan funciones que exceden el ejercicio de la jurisdicción, por ejemplo, considérese 
el gobierno judicial que ejerce la Corte Suprema Bordalí 2013, 619-626.
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En conclusión, es posible sostener que, si bien la Corte Suprema iden-
tifica correctamente el origen pretoriano y comparado de la falta de servicio, 
parece soslayar que dicho origen se enmarca precisamente en el actuar de 
un servicio público. Si la falta de servicio es una construcción teórica para 
atribuir responsabilidad al Estado por hechos cometidos por los órganos 
que integran la Administración ¿cómo resulta aplicable dicho criterio al Es-
tado Juez? Esto, incluso considerando que esa responsabilidad alcanza a los 
tribunales de justicia “en toda su actividad que no sea propiamente jurisdic-
cional”. ¿Cuándo la función de un tribunal de justicia no es “propiamente 
jurisdiccional”?

3.	 La construcción de un estándar normativo de la falta de servicio para 
los tribunales de justicia

A partir de la premisa consistente en que en Chile todas las autoridades y ór-
ganos que integran el Estado se encuentran sujetos a responsabilidad por los 
daños que ocasionen a la ciudadanía, la Corte Suprema sostiene que la falta 
de servicio es una noción transversal en la materia y opera como un verdadero 
principio informador en responsabilidad del Estado21. Desde luego, la falta de 
servicio se construye como una noción que opera en la “falta”, o bien, en el 
“error” en algo22. Si bien la construcción de un estándar normativo aplicable a 
la falta de servicio para los órganos de la Administración es una tarea en con-
tinuo desarrollo, la propia sentencia en comento recuerda las formas que pue-
de adoptar, a saber, “la actividad jurídica ilegal del aparato estatal, su mala 
organización, el funcionamiento defectuoso y las omisiones o silencios cuando 
debió actuar, siempre que de ello derive daño en los particulares”23.

Sin perjuicio de lo anterior, una cuestión llamativa que surge a la luz de 
la sentencia en discusión dice relación con el estándar normativo de la falta 
de servicio para los órganos jurisdiccionales. Es decir, identificar cuáles son 
las hipótesis en que la acción u omisión de un tribunal de justicia constituye 
falta de servicio. Bien se identificó anteriormente que esta no tiene lugar en 
el marco de su actividad “propiamente jurisdiccional”. Entonces, ¿de qué for-
ma es posible construir el estándar normativo aplicable a los órganos jurisdic-
cionales para que estos no incurran en falta de servicio? Pretender aplicar la 
falta de servicio a los órganos jurisdiccionales viene de la mano con el intento 
de asimilar el ejercicio de la función jurisdiccional con el cumplimiento de un 
servicio público. Como se indicó previamente, es menester tener en conside-
ración que el ordenamiento nacional se adscribe a una tesis orgánica de la 
Administración del Estado. Resulta problemático afirmar que un tribunal de 
justicia sea un servicio público24.

21  Acevedo con Fisco de Chile (2023), c. 12º.
22  Soto Kloss 2012, 845-846 y Cordero 2018, 16-20.
23  Acevedo con Fisco de Chile (2023), c. 8º.
24  Valdivia 2016, 349-350.
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En la decisión en comento, la falta de servicio se construye a partir del 
actuar de un funcionario del 13º Juzgado Civil de Santiago, cuyo error dio lu-
gar a la equivocada certificación de no oposición de excepciones en el juicio 
ejecutivo hipotecario. En concreto, en dicha sentencia se construye la falta de 
servicio a partir de las disposiciones que establecen el parámetro de conduc-
ta que debía seguir el Secretario. En términos generales, la Corte Suprema 
concluye que sus principales obligaciones vienen dadas, por un lado, por ve-
rificar la correcta formación del expediente judicial y, por el otro, por actuar 
como ministro de fe. En tanto dichas obligaciones fueron manifiestamente 
incumplidas por el Secretario, el sentenciador concluye que esto “importa 
una actuación imperfecta de un órgano de la administración de justicia, cons-
titutiva de falta de servicio”25.

Por su parte, en otro caso de responsabilidad por funcionamiento anor-
mal de la administración de justicia, el conocido “Espinoza con Fisco”, el 
máximo tribunal no fue tan preciso en la construcción del estándar normativo 
aplicable al órgano jurisdiccional26. Sin embargo, a partir de dicho caso, algu-
na doctrina ha indicado que el funcionamiento anormal de la administración 
de justicia, como factor de atribución, es un concepto jurídico indetermina-
do, que agrupa situaciones como la dilación indebida del procedimiento, 
funcionamiento irregular en los procedimientos judiciales o falta de coordi-
nación entre ellos. La clave viene dada en cuanto el error, o ausencia de ser-
vicio, no pueda asimilarse a un error o arbitrariedad judicial, sino a una falta 
de servicio27.

Por último es posible preguntarse si estamos frente a un proceso de 
construcción, vía jurisprudencial, de un estándar de actuar para los órganos 
jurisdiccionales. Estándar que, en caso de ser incumplido, compromete la 
responsabilidad del Estado. Ahora bien, si la hipótesis de responsabilidad 
del artículo 19 Nº 7 letra i) de la Constitución era extremadamente restrictiva, 
la cláusula general de la falta de servicio conceptualizada en la sentencia en 
comento no entrega un parámetro claro de conducta, especialmente, atendi-
do que se aplica sin norma expresa que dibuje las fronteras o elementos de 
esta responsabilidad.

Conclusiones

A partir del análisis de la sentencia en comento, se ofrecen las siguientes 
conclusiones.

1. En primer lugar, es posible concluir que, por vía jurisprudencial, se ha 
construido un régimen de responsabilidad para los órganos jurisdiccionales 
sin norma expresa. Este se funda en una asimilación conceptual entre la falta 
de servicio administrativa y el error o funcionamiento anormal de la admi-

25  Acevedo con Fisco de Chile (2023), c. 18º, 19º, 20º, 21º, 22º y 23º.
26  Valdivia 2016, 336-337.
27  Soto 2016, 334 y Valdivia 2016, 348.
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nistración de justicia. Lo anterior es problemático, toda vez que encarna un 
intento de equiparar un tribunal de justicia a un servicio público.

2. Enseguida, el juicio de la Corte Suprema no permite construir un régi-
men general de responsabilidad aplicable a los órganos estatales. Las reglas 
de responsabilidad para los órganos que componen la Administración del Es-
tado no son aplicables a órganos que no la integran: el ordenamiento jurídico 
sigue una tesis orgánica de la Administración. A su vez, si bien la asimilación 
de la falta de servicio a la culpa civil conlleva cuestionamientos, sirve de ar-
gumento normativo para establecer responsabilidad a órganos estatales sin 
norma expresa.

3. Finalmente, el análisis de la presente sentencia invita a cuestionarse 
cuál es el estándar normativo aplicable a un órgano jurisdiccional. Si la hipó-
tesis del artículo 19 Nº 7 letra i) de la Constitución era extremadamente res-
trictiva, la cláusula general de la falta de servicio no ofrece un parámetro nor-
mativo claro de conducta, de manera tal de identificar cuáles son los casos 
en que el error de un órgano jurisdiccional constituye una falta de servicio.
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